SENTENCIA NÚMERO: CINCUENTA Y TRES

En la ciudad de Villa María, Provincia de Córdoba, a los treinta y un días del mes de octubre de dos mil doce, reuniéronse en Audiencia Pública los señores vocales de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la Cuarta Circunscripción Judicial, con sede en la ciudad de Villa María, Provincia de Córdoba, integrada al efecto, de conformidad con lo establecido por el art. 382 del Código Procesal Civil y Comercial, Ley 8465 modificada por Ley 9129 -en adelante CPC- por los Dres. Juan María OLCESE y Juan Carlos CAIVANO (por excusación del Dr. Luis Horacio COPPARI: fs.76), en presencia de la Secretaria autorizante, con el fin de dictar sentencia en estos autos caratulados “URBANI LAURA – BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS – URBANI, LAURA C/ ANTONIO CISMONDI S.A. Y OTROS - ORDINARIO” (Expte. Nº 329.813 iniciado el 09/04/2010), con motivo del recurso de apelación interpuesto a fs. 45 por el letrado apoderado de la parte actora Dr. Eduardo Pedro DOMENECH en carácter de letrado apoderado del señor José Ernesto CISMONDI, heredero administrador de la sucesión de la extinta Laura URBANI (cfr.: fs. 347, 348, 353 y carta poder de fs. 360 de los autos principales), concedido a fs. 46, contra el AUTO INTERLOCUTORIO NÚMERO DOSCIENTOS VEINTINUEVE de fecha veinte de setiembre de dos mil diez, dictado por la señora Jueza de Primera Instancia y Primera Nominación en lo Civil, Comercial y Familia de la ciudad de Villa María, Provincia de Córdoba, glosado a fs. 34/36 vta.), que en su parte pertinente resuelve: "1º) Acoger el recurso de reposición planteado por el letrado apoderado de los Señores Raúl José Veneranda y Alfredo Enrique Veneranda, revocando en su totalidad el proveído de fecha nueve de abril de dos mil diez, por cuanto se dispone en su lugar: Acredítese  haber dado cumplimiento al pago de las costas impuestas en el beneficio de litigar sin gastos declarado caduco; 2º) Imponer las costas a la vencida a cuyo fin se regulan los honorarios del Dr. Marcelo Martín Silvano en la suma de Pesos un mil cuarenta y cinco ($ 1.045=).- Protocolícese, hágase saber y dese copia. Fdo.: Dra. Ana María BONADERO de BARBERIS. JUEZA”.

Al fin expresado el Tribunal se propuso las siguientes cuestiones para resolver:

PRIMERA: ¿ES JUSTA LA RESOLUCION RECURRIDA?.

SEGUNDA: ¿QUÉ PRONUNCIAMIENTO CORRESPONDE DICTAR?.
Practicado el sorteo de ley (art. 379 CPCC.), resultó que los señores vocales votarán en el siguiente orden: Dr. Juan Carlos CAIVANO y Dr. Juan María OLCESE. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PROPUESTA POR EL TRIBUNAL, EL DOCTOR JUAN CARLOS CAIVANO DIJO:

Que el recurso de apelación que se trata fue interpuesto en tiempo propio, según surge de la fecha de diligenciamiento de la cédula de notificación obrante a fs. 44 (22/10/2010), y de la fecha del cargo puesto al escrito mediante el cual se dedujo la impugnación glosado a fs. 45 (26/10/2010), siendo concedido formalmente por la a-quo a fs. 46 con efecto suspensivo (26/10/2010). La resolución es recurrible por la vía intentada, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 361 inc. 2°, 366, 371 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial Ley 8465 y sus modificatorias. 

Que a fs. 50 se imprimió trámite al recurso en este Tribunal de Alzada, corriéndose traslado a la parte recurrente, quien expresó agravios a fs. 52/57, los que fueron contestados por la contraria a fs. 60/60 vta., por el Asesor Legal de la Dirección General de Administración a fs. 73/74 vta., decretándose “autos a estudio” a fs. 76 vta. Habiendo quedado firme dicho proveído y la actual integración del Tribunal de acuerdo al certificado emitido por el señor Prosecretario Letrado obrante a fs. 81, ha quedado el recurso en estado de resolver.

I - Relación de la causa.

El resolutorio apelado contiene una relación de causa que satisface las exigencias del art. 329 del CPC., por lo que efectúo remisión a ella a efectos de abreviar.

No obstante, con el objeto de facilitar la lectura e inteligencia de este decisorio resulta conveniente reseñar que, con fecha 04.06.2002 la señora Laura URBANI inició demanda ordinaria persiguiendo el cobro de la suma de U$S 150.000 que -según afirmó- facilitó oportunamente en préstamo a la sociedad “ANTONIO CISMONDI S.A.”, originando los autos caratulados “URBANI LAURA c/ ANTONIO CISMONDI S.A. Y OTROS – ORDINARIO”, en los cuales peticionó beneficio de litigar sin gastos, incidente que tramitó separadamente (autos: “URBANI, LAURA C/ ANTONIO CISMONDI S.A. Y OTROS – BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS”, Expte. “U”, N° 111/2). 

La actora falleció el 21.12.2005 (cfr.: partida de defunción de fs. 347). Tramitada la declaratoria de herederos correspondiente, fueron declarados únicos y universales herederos, sus hijos, Antonio Angel Cismondi, Eduardo Jesús Cismondi, Ricardo Félix Cismondi y José Ernesto Cismondi (A.I. Nº 190 del 04.08.2006: fs. 361/361 vta.). Habiendo renunciado los tres primeros a la herencia (conf.: Escritura Pública Nº 242 del 16.06.2006: fs. 363), únicamente conservó los derechos y acciones sucesorios el restante heredero, el señor José Ernesto Cismondi, el cual fue declarado administrador judicial de la sucesión (cfr.: A.I. Nº 162 del 05.07.2006: fs. 353/353 vta.), cargo que aceptó conforme acredita el acta correspondiente (fs. 362). El administrador confirió carta poder para actuar al Dr. Eduardo Pedro Domenech (fs. 360).

A solicitud de la contraria, se declaró la caducidad de instancia en el incidente del beneficio de litigar sin gastos (cfr.: A.I. Nº 362 del 07.12.2006: fs. 456/457 vta.).

Las fojas indicadas hasta este punto corresponden al expediente principal, mientras que, las que se citarán en adelante, corresponden al presente incidente.

El administrador de la sucesión se allanó al acuse de la perención, reiterando -en el mismo escrito- la solicitud de concesión del beneficio de litigar sin gastos, alegando que: “Como se había denunciado en el escrito introductivo de la instancia, Laura Urbani no se encontraba en condiciones de sufragar los gastos del juicio. Luego de su fallecimiento, no hay otros bienes en su acervo hereditario que no sea el crédito que se reclama en estos autos, cuya percepción no pudo satisfacer en vida en función del ostensible incumplimiento de los demandados. Por lo expuesto, la situación de imposibilidad de hacer frente a los gastos del juicio no ha variado ya que la sucesión no tiene forma de atenderlos y, en consecuencia, como ya anticipé, solicito nuevamente el beneficio previsto por el art. 101 y sigtes. del CPCC”. (cfr.: fs. 2/3 vta.: 25/07/2006). Dicha petición fue reiterada con fechas 25.03.2010 y 09.04.2010, según se desprende del escrito de fs. 5/7.

Otorgado trámite a la solicitud por parte de la señora Jueza de primer grado (fs. 8: 09.04.2010), el Dr. Marcelo José Martín Silvano, en su carácter de letrado apoderado de los actuales codemandados Raúl José Veneranda y Alfredo Enrique Veneranda, interpuso recurso de reposición y de apelación en subsidio, postulando que los sucesores de Laura Urbani resultaron condenados en costas en un incidente anterior (cita: el A.I. Nº 220 del 30/11/2009, dictado por esta Cámara, que puso las costas del incidente perimido a cargo de la incidentista), no habiéndolas satisfecho (art. 134, párr. 2º, CPC.) (cfr.: fs. 16). A su turno el Dr. Eduardo Pedro Domenech, por la representación acreditada, se opuso a la pretensión en la inteligencia que, el beneficio de litigar sin gastos comprende a todas las costas del proceso, incluyendo a las generadas en los incidentes, inclusive las originadas en el incidente de perención de instancia del beneficio de litigar sin gastos  (fs. 24/24 vta.).

Tramitado el recurso de reposición la a-quo se expidió a través del Auto Interlocutorio opugnado (A.I. Nº 229, del 20/09/2010), cuya parte resolutiva ha sido reproducida en el encabezamiento de esta resolución.
II – Expresión de agravios.

El escrito de fs. 52/57 vta., admite el siguiente compendio.

1º) Antecedentes. Bajo el subtítulo: “ANTECEDENTES” (fs. 52/52 vta.), relata el recurrente que: “El Dr. Marcelo Martín Silvano representando a los demandados Raúl José Veneranda y Alfredo Enrique Veneranda, interponen recurso de reposición (fs. 16/17) sobre el decreto de fs. 8 que da trámite al beneficio de litigar sin gastos promovido por la actora solicitando que en su lugar se declare la inadmisibilidad del trámite por no haber la actora cancelado previamente las costas de un beneficio perimido en virtud de lo dispuesto por el art. 134, 2º párrafo CPCC”.

Sigue diciendo que la actora se opuso a: “esta pretensión de inadmisibilidad” argumentando que en la demanda de solicitud de beneficio para litigar sin gastos, se incluyen a todas las costas del proceso, inclusive las generadas en los incidentes, lo que, se decidirá en definitiva cuando se dicte: “la resolución definitiva del incidente y no implícitamente por la vía de este recurso”, fundado en el art. 134 del CPC.

Culmina exponiendo que: “El Auto Interlocutorio N° 229 apelado, hizo lugar al recurso de reposición sosteniendo que el beneficio posterior no puede amparar las costas devengadas con anterioridad”.

2º) Los agravios. Las quejas son abordadas puntualmente en el punto tercero (3: fs. 52 vta. y ss.): 

2.1) Sostiene liminarmente que: “la Jueza de Primera Instancia no tuvo en cuenta aspectos y consideraciones dirimentes”, que surgen de las constancias obrantes en el proceso principal caratulado “URBANI LAURA c/ ANTONIO CISMONDI SA Y OTROS – ORDINARIO” y en el presente incidente caratulado: “URBANI LAURA c/ ANTONIO CISMONDI SA Y OTROS – BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS”.

2.2) Itera que, el beneficio intentado comprende la totalidad de las costas y gastos del proceso: “…porque no hay otra posibilidad de seguirlo si no se accede al mismo..”, dado que la actora a su fallecimiento, sólo dejó en su acervo hereditario el derecho creditorio reclamado en autos; adunando que se encuentra acreditado que, al momento de ser deducida la demanda la extinta Laura URBANI, gozaba solamente de un haber jubilatorio de pesos doscientos veinticuatro ($ 224), ya que todos los ahorros de su vida fueron “prestados a la demandada <<Antonio Cismondi S.A.>>”, conforme se expusiera en la demanda de los autos principales. Enfatiza que el único bien constitutivo del acervo hereditario: “es el derecho creditorio reclamado en este proceso, razón por la cual en ningún caso existe la posibilidad material que la actora pague tasa de justicia ni aportes previsionales”.

 2.3) Refiere que al interponer la demanda principal la actora solicitó beneficio de litigar sin gastos, incidente que tramitó por cuerda separada, caratulado: “URBANI, LAURA C/ ANTONIO CISMONDI S.A. Y OTROS – BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS” (Expte. “U”, N° 111/2), falleciendo el 21 de diciembre de 2005 (cfr.: fs. 2, punto 1). 

Sigue diciendo que, la contraria acusó la perención de la instancia incidental, allanándose a la misma, pero que, en el mismo acto solicitó que nuevamente se admitiera el trámite (ello el 25.07.2006), en función de lo dispuesto en el art. 101 y siguientes del CPC.: “…donde se establece que el Tribunal deberá tener especialmente en cuenta la situación patrimonial del peticionante en función de las exigencias económicas del proceso entablado…”.

 Considera que, la circunstancia de haber perdido: “…la instancia procesal…”, no significa que se: “…perdió el derecho…”, ya que la perención sólo tiene efectos procesales y si no se extinguió el derecho, puede volver a ejercerlo en las mismas condiciones que la primera vez.

Aclara que en vida, Laura URBANI, no se encontraba en condiciones de sufragar los gastos del juicio, y que: “…luego de su fallecimiento, no había otros bienes en su acervo hereditario, que no fuera el derecho de crédito reclamado en estos autos [se refiere al expediente principal] cuya percepción no pudo satisfacer en vida, en función del ostensible incumplimiento de los demandados (cfr.: punto 7 del escrito del 25/07/2006)”. Ofrece ad effectum videndi et probandi los expedientes identificados precedentemente.

Insiste que, en el expediente principal consta que, al momento de su fallecimiento, Laura URBANI no tenía bienes registrables, ni de ninguna otra índole, salvo el crédito reclamado en la mentada causa principal (cita plurales fojas en apoyo: 498, 506, 508, 510 vta., 512/514, 515/518, 525/529 y 530/531)

2.4) Precisa en definitiva el agravio afirmando que: “La señora Jueza de Primera Instancia omitió tener en cuenta esa prueba antes relacionada dirimente y decisiva para la solución del caso”. 

Postula que, la denegación de los efectos del beneficio sobre la totalidad de las costas del proceso, incluidas las del beneficio perimido, significaría violar la garantía de igualdad ante la ley, ya que, por causas económicas se impediría a la actora el acceso a la jurisdicción (arts. 16 y 18, C.N.)

Acto seguido efectúa plurales citas doctrinarias y jurisprudenciales en apoyo, incluido un fallo dictado por esta Cámara que reproduce parcialmente.

3º) Finalmente -previa reserva de caso federal- solicita se haga lugar al recurso de apelación, admitiéndose el trámite del beneficio en la forma solicitada, con costas.

III – Contestación de los agravios. 

A fs. 60/60 vta., el Dr. Marcelo José MARTÍN SILVANO, letrado apoderado de los codemandados Raúl José Veneranda y Alfredo Enrique Veneranda, contestó la expresión de agravios compendiados en el apartado que antecede, pidiendo el rechazo del recurso de apelación articulado, con costas.

Sostiene que el escrito de fs. 52/57: “…no constituye una correcta expresión de agravios puesto que se desentiende de los fundamentos dados en primera instancia al hacer lugar al lugar al recurso de reposición de mi parte”.

Manifiesta, con respecto al beneficio de litigar sin gastos, que, nadie pone en duda que ampara toda clase de costas, pero que ello no es materia del debate generado con motivo de lo resuelto por la señora Jueza de primer grado, sino que: “…el pedido del beneficio no tiene efecto retroactivo y sólo produce consecuencias a partir de de su promoción: Actualidad Jurídica, n° 169, p. 1070, y si bien nada impide reiterar tal petición luego del rechazo -o extinción de uno anterior-, los efectos son los mismos, esto es, de ahí para adelante, sin que pueda amparar las cargas que debieron satisfacerse antes: Foro de Córdoba, n° 70, p. 157; Semanario Jurídico, n° 1357, p. 313”.

Luego -sigue diciendo- no habiendo abonado las costas impuestas con motivo de la declaración de caducidad del primer beneficio de litigar sin gastos, opera en toda su amplitud el art. 134, CPC, tal como dispuso la a-quo. 

Destaca a continuación que: “…si bien es cierto que el actor actual recibió el supuesto crédito por herencia, está accionando como continuador de la persona del causante en los términos del art. 3417, CC, pero iure propio, y el beneficio de litigar sin gastos es un derecho personalísimo, que no se hereda”, de tal manera que, aunque el beneficio no se hubiere extinguido, sería el sucesor quien debiera demostrar que él también lo merece, para continuar gozándolo, puesto que está participando en nombre propio y con todas las consecuencias que ello conlleva. Cita en apoyo un precedente del Tribunal Superior de Justicia, a propósito de un recurso directo entablado como consecuencia de un fallo de esta Cámara. 

III – Contestación del Área de Administración.
A su turno el Asesor Legal se expide a fs. 73/74 vta., formulando algunas precisiones en orden al cumplimiento de pago de la tasa de justicia correspondiente a la tramitación del expediente principal, a la interpretación restrictiva de las exenciones tributarias y a la irretroactividad del beneficio, para concluir manifestando que su representada: “…nada tiene que opinar, ya que lo debatido en autos escapa a la competencia de esta oficina por tratarse de una cuestión procesal…”, limitándose a: “…ejercer las atribuciones y competencias en orden a la determinación, recaudación, administración y fiscalización de la Tasa de Justicia…”.

V – La solución del caso.

1º) Planteada la cuestión erística en los términos compendiados, se colige que la parte actora recurrente se agravia por considerar que, la señora: “…Jueza de Primera Instancia no tuvo en cuenta aspectos y consideraciones dirimentes que son motivo de la pretensión…” (fs. 52 vta.), que en escueta síntesis pueden resumirse del siguiente modo: “…Laura Urbani en vida no se encontraba en condiciones de sufragar los gastos del juicio y, luego de su fallecimiento, no había otros bienes en su acervo hereditario que no fuera el derecho de crédito reclamado en estos autos, cuya percepción no pudo satisfacer en vida, en función del ostensible incumplimiento de los demandados…” (fs. 53, párr. 2°). En consecuencia, si lo: “…único es el derecho creditorio reclamado en este proceso (…) en ningún caso existe la posibilidad material que la actora pague tasa de justicia, ni aportes previsionales” (fs. 53, párr. 1°). 

2º) Entiendo que le asiste razón a los demandados, cuando afirman que el recurrente no rebate críticamente los argumentos vertidos en la resolución opugnada fundada en la aplicabilidad del art. 134, párr. 2° del CPC., en cuya virtud es requisito de promoción de un nuevo incidente, la satisfacción de las costas impuestas en uno anterior, dado que, el beneficio no tiene efectos retroactivos, de modo que mal quedan comprendidas, las devengadas en el incidente perimido. Tal solución ha sido abonada por la a-quo con plurales citas jurisprudenciales y doctrinarias.

El recurrente alega que, de no consagrarse la postura que postula, resultan violados los derechos constitucionales de igualdad ante la ley y de acceso a la jurisdicción (arts. 16 y 18 de la C.N.). Sin embargo, no ha planteado la inconstitucionalidad de la norma adjetiva que estima conculcatoria de las mismas, esto es, el art. 134, párr. 2°, CPC.-

Que un litigante se encuentre en la situación prevista por el art. 101 del CPC, y ejerza el derecho allí consagrado por el legislador, no significa que pueda hacerlo en del modo que predica el apelante, máxime teniendo en cuenta las particulares circunstancias que se presentan en el caso ocurrente. 

En efecto, quien promovió una demanda a fin de acreditar su situación de pobreza, descuidó la tramitación tempestiva del incidente respectivo y concluyó reconociendo expresamente la caducidad de la instancia denunciada por la contraria; no puede resultar eximido de la obligación de abonar las costas devengadas. Una solución distinta, significaría alentar la sucesiva e infinita promoción de incidentes de esta naturaleza, entorpeciendo indefinidamente la conclusión de las causas judiciales, comprometiendo el derecho de las partes a una justicia pronta y eficaz. Esto es -ni mas ni menos- que, poner en acto la “máxima prudencia y criterio restrictivo” que nuestro Tribunal Superior preconiza para la ponderación de la viabilidad del beneficio de litigar sin gastos (TSJ, Sala CC., 09.06.06, Auto Nº 83, “Allende Rita Belkis c/ Walter Pedro Cerda – Demanda por responsabilidad civil- Beneficio de litigar sin gastos”, Diario Jurídico, edición del 11.09.2006 www.diariojuridico.com.ar). 

Corroborando lo dicho, me permito reproducir parte de los considerandos de un fallo emitido por nuestro máximo tribunal provincial, donde formula ciertas precisiones -en orden a las particularidades de estos incidentes- que entiendo aplicables mutatis mutandi a este caso. El Alto Cuerpo destaca en el mismo que: “Si bien esta norma [la del art. 106 del CPC] pareciera sugerir que la petición sucesiva integra un mismo incidente, la interpretación contraria se impone, pues de otro modo se configuraría el absurdo de la perpetuidad de la incidencia en función de reiterados ofrecimientos de prueba, y convertiría en letra muerta a la regla del art. 103, que impone al peticionante la obligación de pagar las costas que se impusieran en caso de denegación. Sucede que, en realidad, el pronunciamiento firme que desestima el beneficio de litigar sin gastos, agota la instancia incidental abierta con la petición formulada en ese sentido, aún cuando la cuestión pueda reeditarse en un nuevo incidente. Ese es el criterio con que se juzgan todos los supuestos de revisión de pronunciamientos que no causan estado (alimentos, tenencia de menores, etc.) cuyos efectos no van más allá de la fecha en que la revisión de lo resuelto fue solicitada. De allí que, ante el supuesto de una nueva decisión que resuelva en sentido positivo al beneficio en virtud de las nuevas pruebas acercadas, sus efectos sólo se retrotraen a la fecha de la solicitud que mereció acogimiento, pero de ningún modo los proyecta hacia los gastos generados con anterioridad, respecto de los que ya medió pronunciamiento desestimatorio del beneficio con el alcance propio del art. 103. En estas condiciones, la posibilidad de replantear el pedido en base a nuevas pruebas, no obsta a la independencia de las sucesivas instancias incidentales que se promuevan en ejercicio de aquella prerrogativa; de manera que nada  impide que cada una de ellas pueda caducar, con las consecuencias que de ello se derivan en cuanto al pago de los gastos generados en el pleito principal y de las costas que originó el incidente perimido, como condición para poder insistir en la nueva solicitud del beneficio” (TSJ, Sala C.C., 12.08.2010, Auto N° 219, "Barrios Hugo Alberto- Beneficio de litigar sin gastos- Recurso de Casación", Diario Jurídico, edición del día 02.09.2012 - www.diariojuridicocba.com.ar ).

3°) Por otro lado, resulta imposible soslayar un hecho incontrovertido: la señora Laura URBANI que articulara la demanda principal, falleció con fecha 21 de diciembre de 2005 (cfr.: la partida de defunción agregada a fs. 347 del expediente principal). El heredero y administrador de la sucesión señor José Ernesto Cismondi basa la argumentación vertida en el escrito de expresión de agravios del recurso de apelación en tratamiento, en la situación de pobreza que atravesaba la causante en vida, invocando la misma situación luego de su muerte, proyectándola a la sucesión (en rigor: a los sucesores –ver lo expuesto en el apartado I, párr. 3°, de esta sentencia), a fin de tratar de revertir lo resuelto en la resolución opugnada. Los demandados, le han contestado -con acierto en mi criterio-, que el beneficio de litigar sin gastos es un derecho personalísimo, que no se hereda, de modo que -sobre el particular- actúa de iure propio. 
Estimo materia recibida que, el beneficio de litigar sin gastos, es personal e intransferible y no se trasmite a los sucesores, quienes, de creerse con derecho, deben solicitar individualmente su propio beneficio (conf.: CNCiv., sala H, 30/09/2003, “B., I. c/ P., L.J. y otros s/ beneficio de litigar sin gastos”, ED 205-352; ídem, sala F, 14/05/1997, “Battaglia, Francisco c/ Cuccia, Armando Salvador y otros s/ beneficio de litigar sin gastos”; íd., sala F, 24/02/1999, “Sandoval, Jofre Carlos Raúl c/ Multicanal S.A. y otros s/ beneficio de litigar sin gastos”; CNCivil y Com. Fed., sala 2, 27/12/2007, “Vicens, Orlando Ramón c/ Estado Nacional – Estado Mayor General de Defensa s/ beneficio de litigar sin gastos; íd., sala 3, 18/07/2006, “Di Bartolo, Adelina c/ OSECAC y otro s/ responsabilidad médica”; CNCom., sala C, 16/06/1998, “Sesmero, Edmundo c/ Deutz-Fahr S.A. s/ ordinario s/ beneficio de litigar sin gastos”; íd., sala C, 23/07/2008, “Jáuregui, Eduardo c/ Sanatorio Anchorena s/ beneficio de litigar sin gastos”; CNTrabajo, sala IV, 14/11/2008, “Roncarolo, Gustavo José c/ Diarios y Noticias S.A.”, La Ley Online; MORELLO, Augusto M., “Particularidades del beneficio de litigar sin gastos”, ED 205-351; ARAZI, Roland y ROJAS, Jorge A., “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, anotado y concordado”, ed. Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2007, Tº I, p. 380).

En otras palabras: el beneficio de litigar sin gastos es específico para un proceso determinado, personal e intransferible (FENOCHIETTO-ARAZI, “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación”, Tº I, p. 384). El carácter individual así asignado deviene como consecuencia de la situación especial del individuo privilegiado por el mismo (ALSINA, H., “Tratado Teórico Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial, 2ª edición, ed. Ediar, Bs. As., 1965, Tº VII, nº 6, c., 2º), razón por la cual no se transmite a los herederos, ni se cede a terceros, en función de lo establecido en los arts. 498, 1195, 1445, 3262 y concordantes del Cód. Civil. Ello no implica que el recurrente no pueda solicitar en forma individual su propio beneficio, y consecuentemente acreditar sus condiciones patrimoniales personales, a efectos de acceder a la franquicia (conf.: CNCom., sala A, 22/06/2006, “García, Alberto c/ Tutelar Cía. Financiera y otro”, DJ 2007-I, 117).

Si bien, el principio general es el de transmisibilidad de los derechos y obligaciones, así como de las acciones pertinentes, el mismo reconoce una excepción en los casos de acciones, derechos ú obligaciones que no son transmisibles por sucesión, que el Código Civil denomina “inherentes a la persona” (arts. 498 y última parte del primer párrafo del art. 3417 del Código citado), entre los que resulta incluido el derecho al beneficio de litigar sin gastos. Ello así, aunque se transmita o se ceda la acción principal para la cual se lo concedió o solicitó (conf.: ALSINA, H., obra cit., T° VII, p. 139, texto y nota 51; PALACIO, L. E., “Derecho Procesal Civil”, 5ª edición, ed. Abeledo Perrot, Bs. As., 1991, T° III, n° 326, pto. d, págs. 481/482; FALCÓN, E.M., Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, T° I, n° 41, p. 158; CSJN, “Paloika, David c/ Provincia de Buenos Aires”, 26/03/1991, ED del 05/09/91; CNCom., sala D, 23/07/2008, “J., E.F. c/ Sanatorio Anchorena S.A. y otro”, La Ley Online)  

4°) Por las consideraciones expuestas, considero que debe desestimarse el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y confirmar íntegramente el resolutorio en crisis.
5º) En lo que respecta a las costas deben ser impuestas a la parte actora recurrente objetivamente vencida (art. 130 del CPC.), y regular provisoriamente los honorarios profesionales del Dr. Marcelo José MARTÍN SILVANO en la suma de pesos un mil ciento veinticuatro con ochenta y ocho centavos ($ 1.124,88 equivalentes al mínimo legal de ocho -8- Jus, art. 40 C.A.).

La regulación definitiva será practicada por la señora Jueza de Primera Instancia, a fin de salvaguardar el derecho de defensa de las partes y la doble instancia, en función de los siguientes parámetros. Teniendo presente que la regulación practicada al citado profesional por sus trabajos de primera instancia no ha merecido objeción alguna, como tampoco la determinación de la base regulatoria y el encuadramiento jurídico efectuado en el art. 83, inciso 1°, segundo supuesto de la Ley N° 9459, en función de las pautas de evaluación cualitativas previstas en los incisos 1° y 5° del art. 39, estimo justo y equitativo regular sus honorarios en el cuarenta por ciento (40 % = punto medio del art. 40, ley cit.), de la cantidad fijada en la resolución opugnada, con más los intereses fijados en el art. 35 del Código Arancelario, hasta la fecha que se practique la misma, no pudiendo en ningún caso -la suma que resulte- perforar el mínimo legal cuantificado provisoriamente.

No corresponde regular honorarios, ni fijar pautas al respecto, al Dr. Eduardo Pedro DOMENECH en virtud de lo dispuesto por el art. 26 de la Ley 9459.  
En consecuencia y a mérito de los fundamentos dados a la primera cuestión (¿Es justa la resolución recurrida?) el Dr. Juan Carlos Caivano votó afirmativamente.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PROPUESTA POR EL TRIBUNAL EL DR. JUAN MARIA DIJO:

Que adhiere al voto emitido por el señor Vocal preopinante por considerarlo debidamente fundado, lógica y legalmente, votando en igual sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PROPUESTA POR EL TRIBUNAL EL DOCTOR JUAN CARLOS CAIVANO DIJO: 

Que en mérito al resultado obtenido en la votación de la primera cuestión, propone al Tribunal que se pronuncie de la siguiente forma: 

PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto a fs. 45 por la parte actora, y en su consecuencia, CONFIRMAR el AUTO INTERLOCUTORIO NÚMERO DOSCIENTOS VEINTINUEVE de fecha veinte de setiembre de dos mil diez, dictado por la señora Jueza de Primera Instancia y Primera Nominación en lo Civil, Comercial y Familia de esta ciudad (fs.34/36 vta.).

SEGUNDO. IMPONER las costas devengadas en esta instancia a la parte apelante objetivamente vencida, y regular provisoriamente los honorarios profesionales del Dr. Marcelo José MARTÍN SILVANO en la suma de pesos un mil ciento veinticuatro con ochenta y ocho centavos ($ 1.124,88); difiriendo la regulación definitiva para su oportunidad, la cual será practicada por la señora Jueza de primer grado, de conformidad con los parámetros brindados en los considerandos, y no regular honorarios, ni fijar pautas a tal fin al Dr. Eduardo Pedro DOMENECH, en virtud de lo dispuesto por el art. 26 de la Ley N° 9459.

TERCERO. Protocolícese, agréguese copia, hágase saber y oportunamente bajen.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PROPUESTA POR EL TRIBUNAL EL DR. JUAN MARIA OLCESE DIJO:

Que comparte la propuesta de resolución formulada por el señor Vocal preopinante, por estimarla ajustada a derecho, votando en igual sentido. 

En mérito al resultado del Acuerdo que antecede, el Tribunal integrado de conformidad con lo previsto por el art. 382 del Código Procesal Civil y Comercial, modificado por la Ley N° 9129

RESUELVE:

PRIMERO. RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto a fs. 45 por la parte actora, y en su consecuencia, CONFIRMAR el AUTO INTERLOCUTORIO NÚMERO DOSCIENTOS VEINTINUEVE de fecha veinte de setiembre de dos mil diez, dictado por la señora Jueza de Primera Instancia y Primera Nominación en lo Civil, Comercial y Familia de esta ciudad (fs.34/36 vta.).

SEGUNDO. IMPONER las costas devengadas en esta instancia a la parte apelante objetivamente vencida, y regular provisoriamente los honorarios profesionales del Dr. Marcelo José MARTÍN SILVANO en la suma de pesos un mil ciento veinticuatro con ochenta y ocho centavos ($ 1.124,88); difiriendo la regulación definitiva para su oportunidad, la cual será practicada por la señora Jueza de primer grado, de conformidad con los parámetros brindados en los considerandos, y no regular honorarios, ni fijar pautas a tal fin al Dr. Eduardo Pedro DOMENECH, en virtud de lo dispuesto por el art. 26 de la Ley N° 9459.

TERCERO. Protocolícese, agréguese copia, hágase saber y oportunamente bajen.- 
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